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
El presente artículo analiza la obligación constitucional de motivar las 

decisiones judiciales en Colombia, examinando las tensiones que emergen 
entre el garantismo judicial —entendido como la protección reforzada de 
derechos fundamentales a través del razonamiento jurídico— y el activismo 
judicial —concebido como la intervención creativa de los jueces en la 
defi nición de políticas públicas y en la transformación del ordenamiento 
jurídico—. A partir del examen de la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
y de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, se identifi can 
los estándares constitucionales que rigen la motivación de las providencias, 
sus fundamentos dogmáticos y las implicaciones prácticas de cada corriente 
interpretativa. El artículo concluye que la motivación judicial constituye 
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un imperativo democrático que no se agota en la justifi cación formal del 
fallo, sino que exige coherencia argumentativa, respeto por el precedente y 
deferencia hacia el principio de separación de poderes.

Palabras clave: Motivación judicial; garantismo, activismo judicial; debido 
proceso; precedente constitucional; Corte Constitucional de Colombia.


� is article examines the constitutional obligation to provide reasons 

for judicial decisions in Colombia, analyzing the tensions that arise between 
judicial garantism—understood as the enhanced protection of fundamental 
rights through legal reasoning—and judicial activism—conceived as the 
creative intervention of judges in the formulation of public policies and 
the transformation of the legal system. Drawing on an analysis of the case 
law of the Constitutional Court and the Civil Chamber of the Supreme 
Court of Justice, the study identifi es the constitutional standards governing 
the reasoning of judicial decisions, their doctrinal foundations, and the 
practical implications of each interpretative approach. � e article concludes 
that judicial reasoning constitutes a democratic imperative that extends 
beyond the formal justifi cation of judicial rulings, requiring argumentative 
coherence, respect for judicial precedent, and deference to the principle of 
the separation of powers. 

Keywords: Judicial reasoning; judicial garantism; judicial activism; due 
process; constitutional precedent; Constitutional Court of Colombia. 

.  
La motivación de las decisiones judiciales constituye uno de los pilares 

fundamentales del Estado Social de Derecho. En Colombia, este deber 
encuentra sustento directo en los artículos 29 y 228 de la Constitución Política 
de 1991, así como en los desarrollos dogmáticos que la Corte Constitucional 
ha construido a lo largo de más de tres décadas de jurisprudencia garantista. La 
exigencia de que el juez explique, de manera razonada y sufi ciente, los funda-
mentos fácticos y jurídicos de su decisión no es una mera formalidad procesal: 
es una garantía sustancial del derecho al debido proceso y una condición de 
legitimidad democrática del poder jurisdiccional.

Sin embargo, la práctica judicial colombiana evidencia una tensión 
estructural entre dos grandes corrientes interpretativas. De un lado, el 
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garantismo judicial, heredero de la tradición de Luigi Ferrajoli, postula que 
la motivación debe operar como un mecanismo de control racional de la 
arbitrariedad, vinculando al juez al texto constitucional y a los precedentes 
consolidados. De otro lado, el activismo judicial, más cercano a la tradición 
norteamericana del judicial review expansivo, concibe la motivación como el 
espacio privilegiado para que los jueces asuman un rol protagónico en la trans-
formación social, incluso más allá de los márgenes que el texto constitucional 
les asigna de manera explícita.

El presente artículo tiene por objeto examinar críticamente estas dos 
tendencias, identifi cando sus fundamentos teóricos, sus expresiones juris-
prudenciales concretas en el ordenamiento colombiano y los riesgos que cada 
una entraña para la coherencia del sistema jurídico. Para ello, se adopta una 
metodología analítica-descriptiva, que combina el análisis doctrinal con el 
estudio sistemático de la jurisprudencia constitucional y ordinaria. La hipótesis 
central es que una motivación judicial legítima no se inscribe exclusivamente 
en ninguno de los dos extremos, sino que demanda un equilibrio argumen-
tativo que respete los límites democráticos del poder judicial sin renunciar a la 
función protectora de los derechos fundamentales.

.    
     

. El deber de motivar en la Constitución Política 
de 1991

.. Consagración normativa y naturaleza jurídica

El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental 
al debido proceso, que en su dimensión garantista comprende, entre otros 
elementos, el derecho a obtener una decisión motivada y congruente. Por su 
parte, el artículo 228 superior establece que las actuaciones judiciales serán 
públicas y permanentes, con las excepciones que establezca la ley, y que en 
ellas prevalecerá el derecho sustancial. De esta conjunción normativa, la Corte 
Constitucional ha derivado la obligación irrenunciable de motivar las provi-
dencias judiciales como componente esencial del debido proceso.

En la Sentencia T-949 de 2003, la Corte señaló que la falta de motivación 
de una decisión judicial constituye una causal de procedibilidad de la acción de 
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tutela contra providencias judiciales, en la medida en que confi gura un defecto 
sustantivo que vulnera el derecho al debido proceso2.

Posteriormente, en la Sentencia C-590 de 2005, el alto tribunal sistematizó 
las causales genéricas y especiales de procedibilidad de la tutela contra provi-
dencias judiciales, incorporando expresamente la ausencia de motivación 
como vicio de inconstitucionalidad que habilita la intervención del juez de 
tutela para la protección del derecho fundamental al debido proceso y al 
acceso a la administración de justicia3.

.. Contenido y alcance del deber de motivación

La jurisprudencia constitucional ha precisado que la motivación de una 
providencia judicial no se satisface con la simple enunciación de normas 
aplicables o con la reproducción mecánica de argumentos de las partes. En 
la Sentencia SU-215 de 2016, la Corte Constitucional estableció que una 
motivación sufi ciente debe cumplir con tres condiciones: (i) claridad expositiva, 
de modo que los razonamientos sean comprensibles para las partes y para la 
comunidad jurídica; (ii) coherencia interna, en tanto las premisas fácticas y 
jurídicas deben articularse de manera lógica; y (iii) completud argumentativa, 
lo que implica que el juez debe responder todos los argumentos relevantes 
planteados por las partes en el proceso.

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en armonía con 
la doctrina constitucional, ha sostenido reiteradamente que la motivación de 
las sentencias constituye un imperativo procesal y sustancial que garantiza el 
control de la actividad judicial y fortalece la confi anza legítima de los asociados 
en el sistema de justicia.

2 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-949 de 2003. Magistrado 
Ponente: Eduardo Montealegre Lynett. La Corte señaló que la ausencia de motivación 
constituye una vía de hecho que habilita la procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales por vulneración del derecho al debido proceso consagrado en el 
artículo 29 constitucional.

3 COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Sentencia 
SC-4482 de 2019. M.P. Luis Alonso Rico Puerta. La Sala reiteró que la motivación de las 
sentencias es presupuesto de validez de la actividad judicial y condición necesaria para 
el ejercicio de los mecanismos de impugnación.
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.  :   
  

.. El garantismo de Ferrajoli y su recepción colombiana

Luigi Ferrajoli defi ne el garantismo como un modelo normativo de derecho 
que, en el plano epistemológico, se caracteriza por un cognitivismo procesal 
que exige la verifi cación empírica de los presupuestos fácticos de las decisiones 
judiciales y la motivación jurídica de las mismas como condición de validez 
y no sólo de efi cacia4. Desde esta perspectiva, la motivación opera como un 
mecanismo epistémico de control de la discrecionalidad judicial, subordinando 
la decisión a razones públicamente verifi cables.

La recepción de las ideas de Ferrajoli en Colombia ha sido amplia, 
especialmente en el campo del derecho penal y en la dogmática constitucional. 
La Corte Constitucional ha aludido expresamente a los postulados garantistas 
al fundamentar la naturaleza del debido proceso como garantía de contención 
del poder punitivo estatal y, por extensión, del poder judicial en general. Este 
enfoque ha permeado la jurisprudencia sobre la motivación de las decisiones 
de los jueces de tutela, de los tribunales administrativos y de las corporaciones 
judiciales de cierre.

.. El neoconstitucionalismo y la ponderación como método

Frente al modelo garantista, el neoconstitucionalismo —representado, entre 
otros, por Robert Alexy y Ronald Dworkin— propugna por una comprensión 
de la motivación judicial orientada a la optimización de los derechos funda-
mentales a través de la ponderación. En este paradigma, el juez no se limita a la 
aplicación silogística de la norma, sino que construye activamente el derecho 
aplicable mediante el sopesamiento argumentado de principios en confl icto5.

La Corte Constitucional colombiana ha incorporado explícitamente la 
metodología de la ponderación en su jurisprudencia, particularmente en la 
resolución de casos difíciles que involucran colisiones de derechos funda-

4 FERRAJOLI, Luigi. Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Madrid: Trotta, 1995. 
p. 67. El autor conceptualiza el garantismo como modelo epistemológico que impone 
condiciones de verdad procesal a las decisiones judiciales, siendo la motivación la 
expresión formal de esas condiciones.

5 ALEXY, Robert. Teoría de los derechos fundamentales. Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales, 1993. p. 161. Alexy desarrolla el principio de proporcionalidad como 
método de motivación racional de las decisiones que involucran colisiones entre prin-
cipios constitucionales.
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mentales. En la Sentencia C-822 de 2005, la Corte sistematizó el juicio de 
proporcionalidad como herramienta metodológica para la motivación de 
decisiones que implican restricciones a derechos fundamentales, exigiendo 
que el análisis comprenda los subprincipios de idoneidad, necesidad y propor-
cionalidad en sentido estricto.

.        


.1 Contenido del garantismo judicial en el contexto 
colombiano

.. El precedente constitucional como límite a la 
arbitrariedad

Una de las manifestaciones más signifi cativas del garantismo judicial en 
Colombia es el sistema de precedente constitucional vinculante, consolidado 
por la Corte Constitucional a partir de la distinción entre la parte resolutiva 
y la ratio decidendi de sus fallos. La doctrina del precedente opera como 
un mecanismo de autocontrol del poder judicial: al obligar a los jueces 
a justifi car expresamente las razones por las que se apartan de sus propias 
decisiones anteriores —fi gura denominada técnicamente como distinguish o 
overruling—, se garantiza la coherencia del sistema y se protege la igualdad 
de los ciudadanos ante la ley.

La Corte Constitucional, en la Sentencia SU-047 de 1999, estableció los 
fundamentos del sistema de precedente en el derecho colombiano, precisando 
que la ratio decidendi de una sentencia de constitucionalidad tiene fuerza 
vinculante erga omnes y que su desconocimiento por parte de los jueces 
ordinarios confi gura una vía de hecho por defecto sustantivo6.

.. La motivación como garantía del derecho de 
contradicción

El garantismo judicial concibe la motivación no sólo como un deber del juez 
frente a las partes, sino como una condición de posibilidad del ejercicio efectivo 

6 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-047 de 1999. M.P. Carlos 
Gaviria Díaz y Alejandro Martínez Caballero. La Corte distinguió entre obiter dicta y 
ratio decidendi, precisando el carácter vinculante de esta última para todos los jueces de 
la República.
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del derecho de contradicción y del recurso. Si el juez no expone las razones de 
su decisión, la parte afectada queda privada de los elementos necesarios para 
impugnarla de manera racional y efi ciente, lo que desnaturaliza el sistema de 
recursos y convierte los mecanismos de control jurisdiccional en instrumentos 
meramente formales.

La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado que la motivación 
insufi ciente, parcial o aparente constituye una violación autónoma del derecho 
fundamental al debido proceso, que puede dar lugar a la concesión del amparo 
tutelar con independencia del resultado que se obtenga al corregir el vicio. Esta 
doctrina refuerza la dimensión garantista de la motivación judicial en el ordena-
miento colombiano.

.       
    

. Concepto y fundamentos del activismo judicial

.. Defi nición y rasgos caracterizadores

El activismo judicial puede defi nirse, en términos amplios, como aquella 
tendencia de los jueces —especialmente de los tribunales constitucionales— a 
adoptar decisiones que trascienden la interpretación y aplicación del derecho 
vigente para incidir directamente en la conformación de políticas públicas, en 
la corrección de omisiones legislativas o en la redefi nición de valores sociales y 
culturales. Esta corriente ha encontrado en la acción de tutela y en los estados 
de cosas inconstitucionales declarados por la Corte Constitucional sus expre-
siones más depuradas en el contexto colombiano7.

La motivación de las decisiones activistas presenta rasgos diferenciadores 
respecto a la motivación garantista clásica: (i) apela con mayor frecuencia 
a principios y valores constitucionales de textura abierta; (ii) recurre a 
argumentos empíricos y de ciencias sociales para justifi car sus órdenes; (iii) 
formula mandatos de contenido complejo dirigidos a órganos del Estado 
distintos al juez mismo; y (iv) admite una mayor creatividad interpretativa en 
la determinación del contenido y alcance de los derechos.

7 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. "El activismo dialógico y las tensiones de la democracia 
constitucional". En: Garantismo, hermenéutica y (des)constitucionalización. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2013. p. 27.
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.. El estado de cosas inconstitucional como paradigma del 
activismo motivado

La fi gura del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI), creada por la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-153 de 1998 —relativa al hacinamiento 
carcelario— y desarrollada de manera protagónica en la Sentencia T-025 de 
2004 —sobre el desplazamiento forzado—, representa el ejemplo más acabado 
de activismo judicial motivado en el derecho colombiano8. En estas decisiones, 
la Corte construyó motivaciones que integran el diagnóstico fáctico de una 
vulneración masiva y sistemática de derechos fundamentales con mandatos 
complejos de política pública dirigidos a múltiples entidades estatales.

La sufi ciencia y legitimidad de estas motivaciones han sido objeto de 
intenso debate académico. Para los defensores del activismo, la complejidad 
de la motivación responde a la necesidad de garantizar la efectividad real de 
los derechos fundamentales en contextos de profunda desigualdad estructural. 
Para los críticos, estas motivaciones trasgreden el principio de separación de 
poderes al convertir al juez constitucional en un super-legislador o en un 
administrador de políticas públicas.

.     


. El principio de separación de poderes como límite 
externo

La Corte Constitucional ha reconocido que el activismo judicial tiene 
límites estructurales derivados del principio de separación de poderes y del 
principio democrático. En la Sentencia C-285 de 2016, relativa a la reforma del 
equilibrio de poderes, la Corte precisó que la independencia judicial no equivale 
a omnipotencia jurisdiccional y que los jueces deben respetar las competencias 
constitucionales de las ramas legislativa y ejecutiva del poder público.

Asimismo, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha advertido que el 
activismo judicial desmedido puede generar lo que la doctrina denomina gobierno 

8 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025 de 2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa. Esta decisión declaró la existencia de un estado de cosas incons-
titucional en materia de desplazamiento forzado y emitió órdenes de política pública 
dirigidas a más de cuarenta entidades del Estado colombiano.
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de los jueces, escenario en el que la motivación judicial deja de ser un instrumento 
de racionalización del poder para convertirse en un mecanismo de sustitución de 
la voluntad popular expresada a través del legislador democrático9.

.       
     

. La motivación como espacio de equilibrio

.. El principio de proporcionalidad como puente 
argumentativo

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha demostrado que el principio 
de proporcionalidad puede fungir como un puente argumentativo entre el 
garantismo y el activismo, en la medida en que impone al juez la obligación 
de justifi car sus decisiones mediante un escalonamiento racional de razones 
que incluye la identifi cación del fi n constitucional perseguido, la constatación 
de la idoneidad y necesidad de la medida adoptada, y la realización del juicio 
de proporcionalidad en sentido estricto. Este método, aplicado rigurosamente, 
limita la discrecionalidad judicial sin impedir la creatividad interpretativa 
necesaria para la protección efectiva de los derechos.

.. La coherencia sistémica como imperativo de la motivación

Tanto el garantismo como el activismo judicial convergen en la exigencia de 
coherencia sistémica de la motivación judicial. Una motivación coherente es 
aquella que no solo es internamente consistente —en el sentido de no incurrir 
en contradicciones lógicas—, sino que también se articula armónicamente 
con el conjunto del ordenamiento jurídico, respeta el principio de igualdad de 
trato y contribuye a la construcción progresiva y racional del derecho judicial 
colombiano.

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-836 de 2001 —sobre el valor 
del precedente en la jurisdicción ordinaria—, estableció que el principio 
de igualdad impone a los jueces el deber de motivar expresamente los 
apartamientos de sus precedentes anteriores, bajo pena de incurrir en una 

9 COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala Constitucional. Sentencia 
STC-7580 de 2018. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona. La Sala advirtió sobre los 
riesgos de una interpretación expansiva de las competencias judiciales que compro-
metiera el principio de separación de poderes.
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discriminación injustifi cada contraria a la Constitución. Esta exigencia vincula 
indisolublemente la motivación judicial con la coherencia del sistema y con los 
imperativos de seguridad jurídica y confi anza legítima.

.   : 
      
 

. La Corte Constitucional: hacia una motivación 
transformadora

La Corte Constitucional ha construido, a lo largo de su historia, una doctrina 
de la motivación que podría califi carse como transformadora: sin abandonar las 
exigencias formales del garantismo, el tribunal ha ampliado progresivamente los 
contenidos de la motivación para incluir consideraciones de justicia material, 
de igualdad sustantiva y de efi cacia real de los derechos. La Sentencia T-406 de 
1992 —primera gran decisión en materia de derechos sociales— inauguró esta 
tendencia al señalar que la Constitución de 1991 impone al juez el deber de 
adoptar interpretaciones que hagan efectivos los derechos fundamentales, incluso 
cuando ello implique ir más allá de la literalidad de los textos normativos10.

En la Sentencia T-760 de 2008, relativa al derecho a la salud, la Corte 
Constitucional desplegó una motivación de extraordinaria extensión y 
complejidad que integró análisis normativos, empíricos y de política pública, 
emitiendo órdenes estructurales que han sido consideradas paradigmáticas 
del activismo judicial motivado. Esta decisión ilustra tanto las potencialidades 
como las tensiones del modelo: la motivación elaborada y pormenorizada otorga 
legitimidad a las órdenes estructurales, pero también genera interrogantes sobre 
la idoneidad institucional del juez constitucional para supervisar y orientar 
políticas públicas complejas.

.         
:      
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha adoptado una 

postura más cauta frente al activismo judicial, privilegiando una concepción de 

10 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-406 de 1992. M.P. Ciro Angarita 
Barón. Esta sentencia sentó las bases de la doctrina constitucional sobre la efi cacia directa 
de los derechos fundamentales y la función transformadora del juez constitucional.
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la motivación más cercana a los postulados del garantismo clásico. En múltiples 
decisiones, esta Corporación ha insistido en que la motivación de las provi-
dencias debe estar anclada en el derecho positivo vigente y en los precedentes 
consolidados, evitando las excursiones interpretativas que podrían comprometer 
la seguridad jurídica y la previsibilidad del sistema.

No obstante, la Sala ha reconocido también que la motivación judicial 
debe ser sensible a las particularidades del caso concreto y que el formalismo 
interpretativo extremo puede conducir a resultados materialmente injustos 
que desconocen la fi nalidad teleológica de las normas constitucionales. Este 
equilibrio, difícil de alcanzar en la práctica, revela la complejidad inherente 
a la función jurisdiccional en un Estado constitucional de derecho como el 
colombiano11.

9. Conclusiones
El análisis realizado permite formular las siguientes conclusiones:

La motivación de las decisiones judiciales en Colombia constituye una 
garantía constitucional de primer orden, cuyo fundamento se encuentra en los 
artículos 29 y 228 de la Constitución Política, y cuyo contenido ha sido precisado 
y enriquecido progresivamente por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
y de la Corte Suprema de Justicia. La motivación no es un requisito formal, sino 
una condición sustancial de legitimidad del poder jurisdiccional.

El garantismo judicial aporta a la motivación un modelo de racionalidad 
argumentativa anclado en la verifi cación empírica de los hechos, en la sujeción 
al texto constitucional y legal, y en el respeto por el sistema de precedentes. 
Este modelo limita la arbitrariedad y protege la igualdad, pero puede resultar 
insufi ciente en contextos de vulneración masiva y sistemática de derechos 
fundamentales.

El activismo judicial expande las posibilidades de la motivación para incluir 
consideraciones de justicia material y efectividad real de los derechos, pero 
entraña el riesgo de desplazar indebidamente las competencias constitucionales 
de las ramas legislativa y ejecutiva. Su legitimidad depende, en gran medida, de 
la calidad y sufi ciencia de la motivación que lo sustenta.

11  COLOMBIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Auto AC-2348 
de 2021. M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. La Sala precisó que el formalismo 
interpretativo extremo puede constituir un defecto por desconocimiento del precedente 
constitucional cuando conduce a la negación de derechos fundamentales reconocidos 
por la jurisprudencia de la Corte Constitucional.
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En este orden de ideas, el principio de proporcionalidad y la exigencia de 
coherencia sistémica ofrecen un puente argumentativo entre el garantismo y el 
activismo, permitiendo que la motivación judicial sea al mismo tiempo rigurosa 
en su metodología y sensible a las exigencias de la justicia material. El desafío 
para la judicatura colombiana consiste en cultivar esta tensión creativa sin 
sacrifi car ninguno de los valores en juego.
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